INTERPONEN Y FUNDAN PEDIDO ENJUICIAMIENTO CONTRA MAGISTRADO DE JUZGADO DE EJECUCION PENAL.

HACEN RESERVA DE DERECHOS DE AMPLIAR.

Excmo. Consejo de la Magistratura de la Nación:
VIVIAM MARIA PERRONE, argentina, divorciada, profesora de lengua y literatura en inglés, nacida el día 20 de diciembre de 1960, poseedora de D.N.I. nº 14.186.955, con domicilio real en la calle Vélez Sarsfield nº 2862 de Martínez, partido de San Isidro, en la provincia de Buenos Aires, ISABEL BRITO de YACONIS, argentina, casada, ama de casa, nacida el día 08 de febrero de 1951, poseedora de D.N.I. nº 6.551.119, con domicilio real en la calle Vilela nº 1.802 de la ciudad Autónoma de Buenos Aires; MARTA ELSA GHIGLIA de CANILLAS, argentina, casada, ama de casa, nacida el día 20 de noviembre de 1949, poseedora de D.N.I. nº 6.248.203, con domicilio real en la Avda. Gral. Paz nº 750 de de la ciudad Autónoma de Buenos Aires; SILVIA NOEMI IRIGARAY, argentina, divorciada, empleada, nacida el día 24 de mayo de 1955, poseedora de D.N.I. nº 11.644.383, con domicilio real en la calle Felipe Vallese nº 3.604 piso 11º depto “E” de la ciudad Autónoma de Buenos Aires; ELSA DEL CARMEN GOMEZ de SOSA, argentina, casada, ama de casa, nacida el día 24 de julio de 1945, poseedora de D.N.I. nº 5.654.131, con domicilio real en la calle Húsares nº 1.465 de Aldo Bonzo, partido de La Matanza, en la provincia de Buenos Aires, CASTORINA ELVIRA TORRES, argentina, soltera, empleada, nacida el día 06 de mayo de 1958, poseedora de D.N.I. nº 12.275.947, con domicilio real en la Avda. Juan B. Justo nº 6595 piso 2º depto. “B” de la ciudad Autónoma de Buenos Aires; NORA RIBAUDO de IGLESIAS, argentina, casada, ama de casa, nacida el día 25 de setiembre de 1949, poseedora de D.N.I. nº 6.206.700, con domicilio real en la calle Murguiondo nº 4054 de la ciudad Autónoma de Buenos Aires; todas por propio derecho, y en representación de la ASOCIACION CIVIL MADRES DEL DOLOR, con domicilio real en la calle Hipólito Irigoyen nº 1.920 piso 1º depto. “D” de Capital Federal; con el patrocinio letrado del Dr. CLAUDIO ARMANDO MAZAIRA, Tº XXXV Fº 151 C.P.A.C.F., argentino, divorciado, de profesión abogado, poseedor de D.N.I. nº 14.951.532, con domicilio real en la calle Agustín Álvarez nº 2.801 de Florida, Partido de Vicente López, en la provincia de Buenos Aires; y constituyendo domicilio legal a todos los efectos en la calle Lavalle nº 1.388 casillero 2010 de Capital Federal; a V.E. nos presentamos y decimos:

I.- OBJETO:

Que por el presente, venimos a presentar formal pedido de enjuiciamiento, como magistrado inferior de la nación, desempeñando el cargo de Juez de Ejecución Penal; al Dr. AXEL LOPEZ, juez a cargo del Juzgado de Ejecución Penal nº 3 (tres) y Subrogante en el Juzgado de Ejecución Penal nº 1 (uno), de la Nación; por MAL DESEMPEÑO de sus funciones.

II.- PROCEDENCIA FORMAL:

El presente pedido de enjuiciamiento, resulta procedente toda vez que se adecua al establecido por el Reglamento de la Comisión de Acusación que establece el trámite de las denuncias presentadas ante el Consejo de la Magistratura.
En tal sentido, vemos que el mismo establece que podrá ser denunciante “Toda persona que tenga conocimiento de un hecho u omisión imputable a un magistrado del Poder Judicial de la Nación, que configure alguna de las causales de remoción previstas en el Art. 53 de la Constitución Nacional…”.

Asimismo, se formula por escrito y se presenta ante la Mesa General de Entradas del Consejo de la Magistratura, en original y copia; tal como lo exige el reglamento, en su artículo respectivo.

III.- ADHESION:

Prueba irrefutable de la grave conmoción que causo el irresponsable accionar del Dr. Axel López; es la gran repercusión a NIVEL NACIONAL que ha tenido, su errónea y soberbia decisión, con el resultado fatídico que ya todos conocemos.

 Justamente y por tal motivo, han sido innumerables la cantidad de ADHESIONES a este pedido de enjuiciamiento que encara la Asociación civil Madres del Dolor, a través de su letrado, el Dr. Claudio Mazaira.
Entre las mismas, y mencionando algunas de ellas; se encuentran ONG’S y FAMILIARES DE VICTIMAS:

Así es que han adherido al presente pedido, y también solicitan se le dé curso al mismo:

ONG’S:

MUJERES EN IGUALDAD;
Centro de Estudios "Por Nuestros Queridos Hijos", de la ciudad de Córdoba;

ASOCIACION COMPROMISO VIAL POR URSULA Y CARLA;
TECPREMER Asociación Civil;
Asociación Civil Mujeres Trabajando;
Red Nacional Familiares de Víctimas de Transito;
Ma.Fa.Vi.;
Aprosecargentina;
Aprosec;

Estrellas amarillas pergamino;

Mesa solidaria de pergamino;

FAMILIARES DE VICTIMAS:

Ana María Camarotta;

Alejandro Fernández Gill;

Familias de1 triple crimen de Cipolletti (provincia de Rio Negro);

Jorge Tanuscio;

María Elena Cabado Filgueira;

Enrique Esteban Schott;

Diana Cohen Agrest;

Dante N. Piccioli;

Eugenia Vázquez;

Patricio Graziosi;

Susana Gambarino.-

IV.- RELACION CIRCUNSTANCIADA DE LOS HECHOS:

El punto de inflexión, y desencadenante de este pedido de enjuiciamiento al Dr. Axel López; tuvo su manifestación y conmovió a la sociedad de toda la república; al conocerse la dolorosa noticia de la violación y homicidio de TATIANA KOLODZIEZ.
Esta víctima, había desaparecido de su casa el sábado 20 de octubre de 2012, en la localidad Chaqueña de Fontana; y fue encontrada posteriormente fallecida, con signos de haber sido abusada sexualmente.

Respecto del hecho se acuso y detuvo a JUAN ERNESTO CABEZA.

Ahora bien, la lógica llama a pensar cuál es el nexo causal entre un juez de ejecución penal de la Nación, y el detenido por un abuso sexual seguido de muerte en la provincia de Chaco.

Este nexo causal (y no resulta el primero, ni el único, en razón de existir, otros antecedentes similares; es el magistrado acusado, el Dr. AXEL LOPEZ.

Ello así, ya que este imputado se encontraba cumpliendo una pena única de 24 años de prisión, siendo un claro violador serial, el cual reconoció sus anteriores violaciones; y fue LIBERADO, por el Dr. López, otorgándole el BENEFICIO DE LA LIBERTAD CONDICIONAL, a pesar de las CLARAS, PRECISAS Y ROTUNDAS RECOMENDACIONES DE LOS EXPERTOS EN CONTRA DE LA CONCESION DEL MISMO.
Si revisamos algunos antecedentes no tan lejanos, vemos que esta ideología y metodología, del magistrado en cuestión es RECURRENTE.

Así, podemos recordar los casos de:

a)  Soledad Bargna:

Tres años atrás, el Juez Axel López otorgó salidas transitorias a Pablo Marcelo Díaz, quien cumplía una condena de 12 años por la violación de una niña. El 22 de mayo de 2009, en una de esas salidas, Díaz intentó violar y asesinó de 26 puñaladas a Soledad Bargna (19), en el barrio porteño de Caballito. 
b) Matías Bagnato:

 En 1994, Fructuoso Álvarez González incendió la casa de José Bagnato, asesinando a cuatro miembros de la familia. El mayor de los hijos, Matías, fue el único sobreviviente. Álvarez González fue condenado a cadena perpetua, pero en 2004 se benefició con un acuerdo de intercambio de presos que el país mantiene con España. En 2008 regresó a Argentina. Al llegar a Ezeiza, el departamento de Migraciones elevó un oficio a Axel López para evaluar si procedía a la detención de Álvarez González. El Juez López nunca respondió. El asesino quedó en libertad hostigando a Bagnato con llamadas telefónicas. 

c) Miguel Lecuna;

Axel López otorgó salidas transitorias a Ernesto Gabriel Gómez, condenado a prisión en 2001 por el crimen de Miguel Lecuna, el marido de la actriz Georgina Barbarrosa.

Y así, numerosos casos más, en los que por no ser conocidos, no han trascendido de los expedientes, que ni siquiera controla el magistrado.

OBVIAMENTE, que la primera RESPUESTA (además de pedir en su momento perdón a la familia de Bargna), y eje de su defensa; es que el mismo actúa dentro de los parámetros que la ley le permite, y que por lo tanto no se excede en sus atribuciones y no comete delito.

De ello, no hay duda, y es por tal razón que el mismo, sigue con su inveterada costumbre de garantizar a la mayor brevedad posible la libertad de los detenidos, sin controlar ni monitorear el avance y reinserción de los mismos; con el único objetivo, de ser o intentar ser el preclaro defensor de los derechos del delincuente.
Es por ello, que para el magistrado acusado; la semántica de la ley, en la cual se ampara, parece tener un significado distinto al entendido por el resto de la sociedad, incluyendo otros integrantes del poder judicial.

Tanto el Código Penal en su art. 13, en lo que se refiere a la libertad condicional; como la ley de ejecución penal, nº 24.660; están estructuradas en POTENCIAL, (es decir utilizan la palabra “PODRA”) y NO SON NORMAS OBLIGATORIAS (ya que la ley no dice “DEBERA”).

Justamente, por esa potencialidad, y no obligatoriedad, es que se necesita de un juez de ejecución y sus auxiliares de justicia, como los peritos y el Sr. Fiscal.

De lo contrario, si SIEMPRE DEBERA CONCEDERSE EL BENEFICIO, TRANSFORMANDOLO EN UN DERECHO, sin importar los informes y la evaluación consensuada al respecto; NO DEBERIAMOS CONTAR CON JUECES DE EJECUCION, sino tan solo con empleados administrativos, que munidos de sendas computadoras, establezcan los cómputos, y otorguen “ipso facto” la soltura del delincuente al cumplir la proporcionalidad de la pena, SIN IMPORTAR NI EVALUAR INFORMES DE NINGUN TIPO.

IV. A).- CASO CABEZA:

Pasaremos ahora a referirnos al caso que nos ocupa y que es el del imputado JUAN ERNESTO CABEZA, y no el de TATIANA KOLODZIEZ.
Porque manifestamos esto:

Porque el caso e infortunio que pudo haberse evitado (como tantos otros) de TATIANA, es el resultado de una errónea decisión del Juez AXEL LOPEZ; pero esto tiene eje y sustento en el MAL DESEMPEÑO del mencionado magistrado, en la evaluación y liberación del imputado CABEZA.

Reseñando la génesis de esta causa (CABEZA), la cual será solicitada junto a otras “ad effectum videndi et probandi”; vemos que el imputado CABEZA fue oportunamente condenado a una pena de dieciséis (16) años por haber cometido TRES VIOLACIONES.

Nótese que ya estamos hablando de un abusador sexual serial.

Mientras purgaba condena, se le descubre, imputa, procesa y condena por una cuarta violación; dictando el Tribunal Oral en lo Criminal nº 3 (tres) de Capital Federal, la PENA UNICA DE VEINTICUATRO (24) AÑOS DE PRISION.

Es decir, que el comportamiento grave y serial del abusador en cuestión quedaba más que confirmado.

No obstante estas circunstancias que ejercían de antecedentes del tipo de conducta desplegada (utilizaba el mismo modus operandi, es decir se aprovechaba de sus víctimas utilizando un taxi que el manejaba); cuando el reo cumplió en detención las dos terceras partes que habilita el art. 13 del Código Penal para el otorgamiento del beneficio de la libertad condicional; atento que el mismo ostentaba buena conducta y concepto, el Magistrado le concedió el beneficio.

NO DESCONOCE EL CONSEJO, que para la obtención del beneficio en cuestión, se efectúan y requieren una serie de exámenes y pericias, y los informes de los expertos en la materia, mas allá de los informes del servicio penitenciario en cuanto a la conducta y concepto que ostento durante su detención.

TODO ESTE CONJUNTO, ES EL QUE DEBE SER EVALUADO POR EL JUEZ, para que su fallo y resolución tenga coherencia e integridad de espíritu, intentando garantizar los derechos del imputado, pero a la vez, ASEGURARSE QUE EL MISMO SE HA REINSERTADO EN LA SOCIEDAD, Y NO CONSTITUYE UN RIESGO PARA LA MISMA.

De lo contrario, el magistrado, CON SU OBRAR IMPRUDENTE, pone en peligro a la sociedad toda, y lo que es peor aún, corroe los cimientos de la credibilidad en la justicia y el poder judicial por parte de la sociedad que se ve totalmente desprotegida, contra actos arbitrarios de los magistrados que deberían velar por el bienestar de la misma.
AHORA BIEN, en este caso que como dijéramos antes resulta ser el punto de inflexión de todos los desaciertos jurídicos que ha efectuado en su trayectoria el Dr. Axel López; SURGEN ELEMENTOS DE UNA IMPORTANCIA TAL PARA LA RESOLUCION DEL OTORGAMIENTO O NO DEL BENEFICIO, que hace que debamos enfocarnos en su análisis, para poder saber si en realidad EL JUEZ OBRO CONFORME A DERECHO Y NO TUVO UN MAL DESEMPEÑO DE SUS FUNCIONES.

Al requerirse los informes psiquiátricos de rigor; estos fueron elevados al magistrado por el Dr. ISLA, de las demás condiciones personales obrantes en la causa que se requerirá como prueba.

En dicho informe el experto, aconseja que hubiera que profundizar un tratamiento con el imputado CABEZA, ya que este sufre de un GRAVE TRASTORNO PERSONAL ANTISOCIAL (TAP). Que además NO RECONOCE NINGUN TIPO DE NORMA DE CONVIVENCIA SOCIAL, SIN IMPORTARLE LAS REGLAS; y como DATO FUNDAMENTAL Y CONTUNDENTE PARA ESTE PEDIDO; en su informe el Dr. Isla, ACONSEJA QUE NO SE LO LIBERE, ATENTO QUE EXISTE UN GRAVE Y SEGURO RIESGO DE REINCIDENCIA.

Esto, que oportunamente ampliara el experto; según el mismo se baso en la no credibilidad de su recuperación, atento la forma en que recordaba y reseñaba sus delitos (violaciones) anteriores.

Este pedido o consejo de que NO SE LIBERARA al imputado Cabeza, fue acompañado por el pedido del Sr. Fiscal Andradres; quien también teniendo a la vista lo informado por el médico psiquiatra; SE OPUSO A LA CONCESION DEL BENEFICIO DE LA LIBERTAD CONDICIONAL.
Y es aquí, donde queda plasmada TODA LA SOBERBIA y DESCONOCIMIENTO DE LAS REGLAS DE LA SANA CRITICA MAS BASICAS, por parte del magistrado, funcional a una IDEOLOGIA, QUE ATENTA CONTRA EL BIEN COMUN, Y LA RECTA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.-

El Dr. AXEL LOPEZ, teniendo a la vista el informe ALTAMENTE NEGATIVO del experto, y LA CONTUNDENTE OPOSICION DEL SR. FISCAL; Pecando como dijéramos de soberbia, y SIN NINGUN TIPO DE FUNDAMENTO CIENTIFICO QUE LO AVALE, desoyó ambos dictámenes; E IGUALMENTE CONCEDIO EL BENEFICIO a CABEZA, circunstancia esta que NUNCA DEBERIA HABER OCURRIDO.

El resto, es historia, tristemente conocida.

IV. B).- COROLARIO:

Tal como adelantáramos, nuestro pedido de enjuiciamiento no es solo y simplemente por el hecho que desafortunadamente acaeció una muerte; SINO POR EL SOBERBIO Y DESATINADO OBRAR DEL MAGISTRADO, en todos sus actos, que se traducen en un descredito de la sociedad en un pilar fundamental de la república como lo es el poder judicial; echando por tierra sus cimientos, con fallos que rayan lo ilógico, lo incomprensible, y la falta total de autoridad moral para seguir ejerciendo el cargo que ocupa.
V.- CARGOS QUE SE FORMULAN. MAL DESEMPEÑO:

El Jurado de Enjuiciamiento ha tenido oportunidad de expedirse respecto a las causales de remoción a través de las sentencias que tie​ne dictadas en las causas en que ha conocido.

En este sentido tiene dicho que: “Cualquiera fuese el contenido que pueda dársele al llamado «aspecto político» del enjuiciamiento previsto por el Art. 115 de la Const. Nacio​nal, no cabe duda de que son los hechos objeto de la acusación los que determinan el objeto procesal sometido al juzgador, en el caso, el Ju​rado; y las causales son las que taxativamente enumera el constitu​yente en el Art. 53: mal desempeño, delito cometido en el ejercicio de sus funciones o crímenes comunes.” (JEMN, causa n0 2, «Brusa, Víctor Hermes s/Pedido de enjuiciamiento»).-

Ya al presentar su defensa en el juicio político a ministros de la Corte Suprema en 1947, el Dr. Roberto Repetto, señalo que la causal de “mal desempeño”, significaba cabalmente “mala conducta”.

Y si bien la Constitución asegura la ina​movilidad de los mismos mientras el magistrado gobierne su vida con la dignidad inherente a la investidura; “MALA CONDUCTA” SIGNIFICA UNA GRAVE FALTA MORAL DEMOSTRATIVA DE LA CARENCIA DE PRINCIPIOS Y DE SENTI​DO MORAL, O LA AUSENCIA DE ESA INTEGRIDAD DE ESPÍRITU, IMPRESCINDIBLE PARA QUE UN FUNCIONARIO PUEDA MERECER LA CONFIANZA PÚBLICA. (JEMN, causan 2, «Brusa, Víctor Hermes s/Pedido de enjuiciamiento»).

No desconocemos que: “El delicado equilibrio que supone verificar la regularidad del desempeño de un magistrado frente a la innegable posibilidad de error en sus fallos, exige actuar con máxima prudencia al valorar la proyec​ción de tales desaciertos y la atribución de intencionalidad en su co​misión.” (JEMN, causan0 3, «Bustos Fierro, Ricardo s/Pedido de enjui​ciamiento»).

Siguiendo a Sosa Arditi y Jaren Agüero, podemos decir entonces que el concepto de «mal desempeño» en términos constitucionales, guar​da estrecha relación con el de «mala conducta» en el caso de magistrados judiciales.

El Art. 53 de la Const. Nacional de​be ser armonizado con lo dispuesto por el Art. 110 para la permanen​cia en el cargo.

La inamovilidad de los jueces asegurada por el Art. 110 de la Const. Nacional cede ante los supuestos de mal desempeño o de​lito en el ejercicio de sus funciones o crímenes comunes, dado que al resultar esencial en un sistema republicano el debido resguardo de los intereses públicos y privados confiados a la custodia de los jueces y el prestigio de las instituciones, debe evitarse el menoscabo que pueden sufrir por abuso o incumplimiento de los deberes del cargo.

La expresión «mal desempeño» revela el designio constitucional de otor​gar al órgano juzgador la apreciación razonable y conveniente de las circunstancias que pueden caracterizar dicha conducta.

La finalidad del instituto de «mal desempeño» no es el de sancionar al magistrado, sino: “El de determinar si ha perdido los requisitos que la ley y la Constitución exigen para el desempeño de una función de tan alta responsabilidad, como es la de dar a cada uno lo suyo.” (JEMN, causa n0 2, «Brusa, Víctor Hermes s/Pedido de enjuiciamiento»).-

Así entonces vemos que: “El «mal desempeño>’ alcanza a aquella actuación del juez que lo torna inidóneo para el cargo. El constituyente no le otorgó a esta causal de remoción un marco definitorio y su caracterización no admite desa​rrollos infraconstitucionales; siendo resorte de los órganos constitu​cionales, creados al efecto, disponer los medios adecuados para valo​rar y modificar tal situación.” (JEMN, causa n» 8, «Murature, Roberto Enrique s/Pedido de enjuiciamiento»).

Siguiendo a los autores ya mencionados, vemos que la doctrina nacional ha intentado abordar la conceptualización del mal desempeño.

Así Joaquín V. González afirmaba que: “Pueden los actos de un funcionario no ajustarse al vocabulario de las leyes pena​les vigentes, no ser delitos, o crímenes calificados por la ley común, pero sí constituir mal desempeño, porque perjudican al servicio pú​blico, deshonran el país o la investidura pública, impiden el ejercicio de los derechos y las garantías de la Constitución, y entonces son re​sorte del juicio político» (González, Joaquín V., Manual de la Consti​tución Argentina, Estrada, Buenos Aires, 1983, p. 504). (JEMN, cau​san0 8, «Murature, Roberto Enrique s/Pedido de enjuiciamiento”).-

Respecto de la expresión “mal desempeño” vemos que la misma “tiene una latitud considerable y permi​te un juicio discrecional amplio pues se trata de una falta de idonei​dad, no sólo profesional o técnica, sino también moral, como la inepti​tud, la insolvencia moral, todo lo que determina un daño a la función, o sea a la gestión de los intereses generales de la Nación. La función pública, su eficacia, su decoro, su autoridad integral es lo esencial; an​te ella cede toda consideración personal.” (Bielsa, Rafael, Derecho constitucional, Depalma, Buenos Aires, 1954, ps. 483y484). (JEMN, causan0 7, «Torres Nieto, Mirta Carmen s/Pedido de enjuiciamiento”, consid. 23).-

En definitiva la causal constitucional de mal desempeño abarca des​de la incapacidad propia del enfermo hasta el proceder rayano en el delito, y la imputación debe fundarse en hechos graves e inequívocos o en la existencia de presunciones serias que autoricen razonable​mente a poner en duda la rectitud de conducta y la capacidad del juez para el normal desempeño de su función (CSJN-Fallos , 266:3 15; 267:171; 268:438) y en tanto de las actuaciones surja una situación que ex​ceda las posibilidades en materia disciplinaria (CSJN-Fallos, 286:282), debido a que se trata de faltas de gravedad extrema (CSJN-Fa​llos, 277:52; 278:360) —del voto de los doctores Agúndez, Basla, Roca y Sagués. (JEMN, causan0 11, «Herrera, Rodolfo Antonio s/ Pedido de enjuiciamiento»).-

Si los jueces no son creíbles y no gozan de prestigio, el sistema repu​blicano de gobierno y el estado de derecho se conmueven hasta los ci​mientos, generando un escepticismo en la sociedad que resulta el ger​men destructivo de las instituciones. Esta credibilidad y prestigio ge​neran el fortalecimiento del Poder Judicial por lo que los jueces deben mantener en el tiempo una conducta irreprochable. Cuando ello no sucede de este modo, el efecto corrosivo se expande y echa sombras so​bre la conducta de todos. Ello, además de ser objetivamente injusto, genera sensaciones de impotencia, frustración y desazón en aquellos que honran su ministerio en silencio y a la altura del cargo que la Re​pública le ha encomendado (del voto de los doctores Agúndez, Basla, Roca y Sagués). (JEMN, causa 11, «Herrera, Rodolfo Antonio s/Pe​dido de enjuiciamiento»).-

Deviene esencial para valorar y merituar la conducta y el obrar de un juez en lo atinente a la aptitud moral e intelectual que el cargo, inde​fectiblemente, requiere y que —según dichos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación— deben estar ahincados en la prudencia, la cir​cunspección, la mesura y la estimación respetuosa y comedida de to​dos los demás integrantes de la sociedad.

En ese orden de ideas resulta evidente que la actividad de los jueces no corresponde ser examinada y conmensurada con la misma vara que la del ciudadano común, toda vez que su función hace que les sea exigido un comportamiento distinto —cuando no, superior— al resto de la comunidad. Ello, no tan sólo en los aspectos concernientes al de​sempeño de sus específicas y tutelares misiones, sino también de las restantes facetas de su vida personal. (Del voto del Dr. Ámela, JEMN, causa 2, -Brusa, Víctor Hermes s/Pedido de enjuiciamiento-).-

La mala conducta, como variable del mal desempeño, se encuentra apoyada, según la jurisprudencia de la Corte, en la tutela de la buena imagen que debe tener ante la sociedad el Poder Judicial, buena ima​gen que importa también se mantenga fuera de nuestro país. Dicha buena imagen está vinculada con la trascendente finalidad procla​mada en el Preámbulo de nuestra Constitución de «afianzar la Justi​cia», valor supremo de la convivencia social (Cossio), generador del imprescindible consenso social que dota de legitimidad al ejercicio del poder público. El Poder Judicial es uno de los poderes del Estado que, dentro del sistema republicano democrático de derecho de nuestra Constitución, debe contar con un sustento suficiente de credibilidad por parte de la sociedad: la democracia no solamente vale por el ori​gen legítimo constitucional de las designaciones, sino también por su ejercicio, legitimado por el consenso social de los órganos que inte​gran los poderes públicos: también de los jueces (del voto de los docto​res Agúndez, Basla, Roca y Sagués). (JEMN, causa  11, «Herrera, Rodolfo Antonio s/Pedido de enjuiciamiento»).-

Vale decir que la buena conducta importa no solamente en la medida que la misma haya sido comprobada con pruebas suficientes, en tér​minos de indignidad personal; sino en la medida que la conducta re​prochada de los jueces haya generado escándalo social, lo cual viene a deslegitimar la permanencia del magistrado en el cargo, y hacerse merecedor, por dicha razón, del juicio político.

Esta idea central, es la que pivotea la línea argumental de Ha​milton, citada por la Comisión en su dictamen acusatorio, cuando ma​nifiesta que “La regla que hace de la buena conducta la condición para que la magistratura judicial continúe en sus puestos, representa uno de los más valiosos progresos modernos en la práctica gubernamen​tal” ello así porque “… los hombres prudentes de todas las condiciones deben apreciar en su verdadero valor todo lo que tienda a inspirar y fortale​cer ese temple —la buena conducta— en los tribunales, ya que (de lo contrario) nadie tiene la seguridad de no ser víctima de móviles injus​tos no obstante que hoy se beneficie con ellos” (Del voto de los doctores Agúndez, Basla, Roca y Sagués. JEMN, causa 11, «Herrera, Rodolfo Antonio s/ Pedido de enjuiciamiento»).-

El Reglamento para la Justicia Nacional exige a los jueces “conducta irreprochable”; siendo que al respecto no cabe duda que dicha irreprochabilidad no se refiere sola​mente para el Jurado de Enjuiciamiento, sino también para la socie​dad que debe confiar en sus jueces, en la medida que ella es destina​taria del cumplimiento de sus sentencias. Una Justicia desacredita​da socialmente no puede hacer justicia.

Se quiebra el principio de legitimidad en ejercicio del poder público, que en el marco del sistema republicano de gobierno también concierne al Poder Judicial y a cada uno de sus integrantes.

Por último debemos valorar que la conducta del juez no debe ser apreciada de manera fragmenta​da o aislada, lo que en definitiva conllevaría a prescindir de una visión de conjunto de su modo de actuar.

Por el contrario, se la debe conside​rar a lo largo del tiempo y en una necesaria correlación con todo el ma​terial probatorio incorporado al juicio, y conocido por las partes, con el objeto de verificar, en el marco de las imputaciones descrip​tas, si incurrió en la causal de “mal desempeño” por la cual se solici​tara su destitución. (Del voto de los doctores Agúndez, Basla, Roca y Sagués. JEMN, causa 11,  «Herrera, Rodolfo Antonio s/Pedido de enjuiciamiento»).-

VI.- OFRECIMIENTO DE PRUEBA:

Conforme lo dispuesto por el Reglamento del Consejo de Acusación, se ofrece en este acto, la prueba que hace al derecho y hechos invocados:
VI. 1).- INFORMATIVA:

Se solicite “ad effectum videndi et probandi”, las causas que tramitaron en el juzgado del magistrado acusado, y cuyos imputados resultan ser:

a) JUAN ERNESTO CABEZA (caso que nos ocupa y ya reseñado)

b) PABLO MARCELO DIAZ (victimario de Soledad Bargna)

c) FRUCTUOSO ALVAREZ GONZALEZ (Caso familia Bagnato)

d) ERNESTO GABRIEL GOMEZ (Caso Lecuna)

VI. 2).- AUDITORIA:

Se realice una auditoría de las causas con detenidos, que ha llevado el Dr. López, en los últimos cinco años, y se establezcan en su caso, las salidas transitorias o libertades condicionales que concedió, adjuntándose a las mismas, los correspondientes informes de rigor que se solicitan al servicio penitenciario, junto con los informes psiquiátricos.

Asimismo se establezca, si en los casos de salidas transitorias, ocurrió la fuga o rebeldía de alguno de los beneficiados, y como actuó el magistrado en consecuencia.

VI. 3).- TESTIMONIAL:

Oportunamente se solicite prestar declaración al Dr. Isla, medico que interviniera en la causa CABEZA, y que amplíe la explicación de los fundamentos por los que aconsejaba que no se liberara al imputado.

VII.- TRÁMITE DE LA ADMISIBILIDAD. FALTA DISCIPLINARIA SUBSIDIARIA:

De conformidad con lo que establece el reglamento, se declare admisible la presente denuncia, disponiéndose la realización de las medidas preliminares y necesarias para el esclarecimiento de los hechos.

En su defecto, y en base a que un mejor criterio de la comisión entendiere que los hechos denunciados no fueren causales de acusación conforme el Art. 53 de la Constitución Nacional; pero surgiere de ellos la posible comisión de una falta disciplinaria, se eleve lo actuado al plenario con la recomendación que solicite su remisión a la comisión respectiva.
VIII.- RESERVA. AMPLIACION:

Desde ya hacemos la formal reserva de ampliar el presente, tanto en los hechos como en los fundamentos legales y técnicos, en la oportunidad correspondiente.

VIII.- PETITORIO:

Por todo lo expuesto, de V.E. solicitamos:

a) Se nos tenga por presentados en tiempo y forma legal el presente pedido de enjuiciamiento del magistrado inferior de la nación, el Juez Nacional de Ejecución Penal nº 3 (tres), Dr. AXEL LOPEZ;
b) Por constituido el domicilio legal,

c) Se admita el presente conforme las disposiciones pertinentes del reglamento de la comisión del Consejo de la Magistratura, dándosele el trámite correspondiente,

d) Se ordene la producción de la prueba ofrecida;

e) Oportunamente se resuelva conforme a derecho, y se destituya por mal desempeño, al Juez, acusado, el Dr. AXEL LOPEZ.-
Proveer de conformidad,

SERA JUSTICIA.-
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